
Fecha:  31 de marzo de 2025

DICTAMEN 1/2025

Relativo a la comunicación, por parte de las entidades del sector público andaluz, de las direc -
ciones de correo electrónico corporativo de su personal a las organizaciones sindicales en el ejercicio 
de sus funciones representativas en dichas entidades.

1. Objeto del dictamen.

El presente dictamen se emite en virtud del poder consultivo que el artículo 58.3 b) del Regla-
mento  (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016 (en adelante 
RGPD), le confiere a este Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía (en adelante,  
el Consejo), en su condición de autoridad independiente de control en materia de protección de da-
tos.

Su objeto lo constituye el análisis, bajo el prisma de la protección de los datos personales, de 
la comunicación de las direcciones de correo electrónico del personal trabajador de una entidad del  
sector público andaluz a las organizaciones sindicales en la misma. 

Particularmente, el dictamen aborda aspectos referidos a la constatación de la dirección de 
correo electrónico como dato personal, a los tratamientos que se infieren de su comunicación en los 
términos indicados y a sus bases de licitud. Por último, incide en la conveniencia, por aplicación del 
principio de minimización y de la protección de datos desde el diseño y por defecto, de implantar una 
lista de distribución a modo de solución tecnológica para reducir los riesgos inherentes a la referida  
comunicación, y en la incorporación de diversos elementos que permitan cumplir con la normativa 
de protección de datos.  
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2.  Sobre la consulta.

Se dirige al Consejo oficio cursado por un ayuntamiento andaluz en el que, exponiendo que  
determinados órganos de representación sindical en el mismo han presentado una solicitud para 
que se les facilite el listado de los correos electrónicos del personal trabajador, se manifiestan dudas  
suscitadas por la aplicación del RGPD con la conculcación de los derechos de acceso a tales órganos 
de representación de los empleados municipales, planteándose consulta concreta sobre:

“La legalidad de transmitir la información de acceso y uso del correo electrónico de todas las per-
sonas que prestan sus servicios en este Ayuntamiento”.

3. Naturaleza de los tratamientos de datos personales.

De conformidad con el artículo 4.1) del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016 (en adelante RGPD), se entiende por datos personales: 

“...toda información sobre una persona física identificada o identificable («el interesado»);Se consi -
derará persona física identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirecta-
mente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identifica-
ción, datos de localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad físi -
ca, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona”.

Al amparo de la definición transcrita cabe concluir que la dirección de correo electrónico, sea 
o no del trabajo, es un dato personal por cuanto permite identificar, de manera más o menos directa,  
a través del nombre de usuario y del dominio que componen dicha dirección, a la persona titular de 
la cuenta. 

Cualquier operación o conjunto de operaciones realizada sobre los datos personales supone 
un tratamiento de los mismos, ya sea por procedimientos automatizados o no, como la recogida, re-
gistro, organización, estructuración, conservación, adaptación o modificación, extracción, consulta, 
utilización, comunicación por transmisión, difusión o cualquier otra forma de habilitación de acceso, 
cotejo o interconexión, limitación, supresión o destrucción, y, consecuentemente, obliga a la sujeción 
a la normativa de protección de datos, salvo que se efectuase por una persona física en el ejercicio de 
actividades exclusivamente personales o domésticas (artículos 2 y 4.2) del RGPD).

Por lo tanto, en el contexto planteado nos encontraríamos, por un lado, con un tratamiento 
consistente en la comunicación por transmisión de las direcciones de los correos electrónicos corpo-
rativos a las organizaciones sindicales en entidades del sector público andaluz, y, por otro, con un tra-
tamiento consistente en la utilización de dichas direcciones de correo por parte de tales organizacio-
nes sindicales.
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Atendiendo a la definición del artículo 4.7 del RGPD, la condición de responsable del primer 
tratamiento recaería en la correspondiente entidad pública, y la del segundo en la organización sindi -
cal de que se trate.

4. Licitud de los tratamientos.

1. Las condiciones que determinan la licitud o legitimación de un tratamiento de datos perso-
nales vienen relacionadas en el artículo 6.1 del RGPD, debiéndose analizar si concurre al menos algu-
na de las mismas.

Así, con respecto al primero de los tratamientos indicados en el punto anterior (comunicación 
por transmisión de las direcciones de los correos electrónicos corporativos a las organizaciones sindi-
cales), la letra c) del artículo 6.1 del RGPD establece que el tratamiento será lícito si:

“… es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al responsable del trata-
miento”.

En relación con dicha disposición del RGPD, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 
8.1 de la LOPDGDD:

“El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una 
obligación legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 
2016/679, cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, 
que podrá determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así  
como las cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma 
podrá igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adi-
cionales de seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.” sobre los princi-
pios relativos al tratamiento, establece: “Los datos personales serán: tratados de manera lícita, leal y trans-
parente en relación con el interesado («licitud, lealtad y transparencia»)”

Pues bien, conviene en este punto traer a colación la doctrina jurisprudencial iniciada con la  
sentencia del Tribunal Constitucional 281/2005, de 7 de noviembre, que, en supuesto similar al some-
tido a consulta, en el que la empleadora negó el derecho de utilizar la herramienta del correo electró-
nico de la empresa para que un sindicato pudiera comunicarse por esta vía con todos los trabajado-
res, declaró que dicha negativa vulneraba el derecho a la libertad sindical del artículo 28.1 de la Cons-
titución Española (CE), con base entre otras en las siguientes consideraciones:

a) El derecho a informar a los trabajadores, sean o no afiliados, forma parte del contenido es-
encial  del  derecho  fundamental  de  libertad  sindical  constitucionalmente  garantizado,  porque  la 
transmisión de noticias y el flujo de información es fundamento de la participación y se configura co-
mo un elemento esencial para su efectividad. 
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b) Es un derecho de las organizaciones sindicales en el ejercicio de sus funciones representati-
vas en la empresa que se justifica solo para transmitir información de naturaleza sindical y laboral.

c) No resulta compatible con la efectividad del derecho fundamental una negativa a la puesta 
a disposición de los instrumentos de transmisión de información existentes en la empresa que resul-
ten aptos y cuyo empleo sindical pueda armonizarse con la finalidad para la que hayan sido creados.

d) Sobre el empresario pesa el deber de mantener al sindicato en el goce pacífico de los ins-
trumentos aptos para su acción sindical siempre que tales medios existan, su utilización no perjudi -
que la finalidad para la que fueron creados por la empresa y se respeten los siguientes límites y re-
glas de uso:

- La comunicación no podrá perturbar la actividad normal de la empresa.

- Al ser un medio de comunicación electrónico que ha sido creado como herramienta de la 
producción, no deberá perjudicarse el uso empresarial preordenado para el mismo, ni puede preten-
derse que prevalezca el interés del uso sindical, por lo que deberá de utilizarse de manera que permi-
ta armonizarlo con el objetivo empresarial que dio lugar a su puesta en funcionamiento.

- La utilización de ese instrumento empresarial no podrá ocasionar gravámenes adicionales 
para el empleador, significativamente, la asunción de mayores costes.

En consecuencia, puede concluirse, que la necesidad de cumplir el artículo 28.1 de la CE se  
constituye en base legal habilitadora de la comunicación de las direcciones corporativas de correo 
electrónico de las personas trabajadoras de las entidades del sector público andaluz, a las organiza-
ciones sindicales en dichas entidades, al amparo de lo dispuesto en el artículo 6.1.c) del RGPD.

En similares términos se pronuncian los informes 0101/2008 y 0437/2010 de la Agencia Espa-
ñola de Protección de Datos (AEPD), cuando afirman:

“...podemos concluir que el artículo 28.1 de la Constitución Española, habilita a que se comuniquen 
las direcciones de correo electrónico de los trabajadores a las secciones sindicales mas representativas, es-
tando por tanto la cesión amparada en el artículo 11.2 a) de la Ley Orgánica 15/1999”.

2. Respecto al segundo de los tratamientos referidos, la utilización de las direcciones de co-
rreo por parte de las organizaciones sindicales, el análisis de su base de legitimación se sustenta so-
bre la lógica presunción de que la solicitud formulada por las mismas responde a la finalidad de 
transmitir información sindical o laboral a todas las personas empleadas representadas, afiliadas o 
no.

En tal sentido, cabe aceptar que las organizaciones sindicales en el ejercicio de sus funciones 
representativas ostentan intereses legítimos que permiten ir más allá de las obligaciones legales im-
puestas a la entidad pública en su consideración de “empresario”. Así, la referida libertad sindical 
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consagrada en el artículo 28.1 de la CE, desarrollado por la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de 
Libertad Sindical [de cuyo contenido conviene destacar, en lo que aquí concierne, los arts. 8.1.b) y c) y  
8.2.a)], o incluso la obligación de los poderes públicos de promover eficazmente las diversas formas 
de participación en la empresa (art. 129.2 de la CE), pueden suministrar un fundamento adecuado 
para la aplicación de la base de licitud dispuesta en el artículo 6.1.f) del RGPD:

“el tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos por el responsa-
ble del tratamiento o por un tercero, siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los intereses o los 
derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran la protección de datos personales, en 
particular cuando el interesado sea un niño”.

Ello teniendo en cuenta que en buena lógica no acierta a sostenerse una prevalencia de los 
intereses o derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran la protección de datos 
personales, sobre el tratamiento únicamente del dato consistente en la dirección corporativa de co-
rreo electrónico con la finalidad de transmitir información sindical en el exclusivo ámbito de la corres-
pondiente entidad pública para el personal empleado en la misma. 

5. Uso de listas de distribución y otras medidas de protección de datos.

Sin perjuicio de lo expuesto no puede obviarse que los tratamientos de datos personales indi -
cados habrán de cumplir en todo caso con los demás principios y obligaciones establecidas en el  
marco vigente en materia de protección de datos.

Al respecto conviene traer a colación el principio de minimización de datos establecido en el 
artículo 5.1.c) del RGPD, conforme al cual:

“Los datos personales serán adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los 
fines para los que son tratados”.

Y también la obligación a la que se refiere el artículo 25 del RGPD, sobre la protección de da-
tos desde el diseño y por defecto:

“1.Teniendo en cuenta el estado de la técnica, el coste de la aplicación y la naturaleza, ámbito, con-
texto y fines del tratamiento, así como los riesgos de diversa probabilidad y gravedad que entraña el trata-
miento para los derechos y libertades de las personas físicas, el responsable del tratamiento aplicará, tanto 
en el momento de determinar los medios de tratamiento como en el momento del propio tratamiento, me-
didas técnicas y organizativas apropiadas, como la seudonimización, concebidas para aplicar de forma 
efectiva los principios de protección de datos, como la minimización de datos, e integrar las garantías nece -
sarias en el tratamiento, a fin de cumplir los requisitos del presente Reglamento y proteger los derechos de 
los interesados.
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2. El responsable del tratamiento aplicará las medidas técnicas y organizativas apropiadas con mi-
ras a garantizar que, por defecto, solo sean objeto de tratamiento los datos personales que sean necesa-
rios para cada uno de los fines específicos del tratamiento. Esta obligación se aplicará a la cantidad de da-
tos personales recogidos, a la extensión de su tratamiento, a su plazo de conservación y a su accesibilidad. 
Tales medidas garantizarán en particular que, por defecto, los datos personales no sean accesibles, sin la  
intervención de la persona, a un número indeterminado de personas físicas.”

De la aplicación de ambos preceptos puede inferirse la conveniencia de emplear una solución 
tecnológica que responda adecuadamente a la finalidad de que las personas empleadas en las enti-
dades del sector público andaluz reciban en su correo electrónico corporativo la información sindical  
remitida por las correspondientes organizaciones sindicales, reduciendo los riesgos inherentes a una 
comunicación de datos personales identificativos.

Dicha solución, apuntada en los referidos informes 0101/2008 y 0437/2010 de la AEPD, y tam-
bién en las sentencias de la Audiencia Nacional 129/2020, de 9 de diciembre, y 130/2020, de 30 de di-
ciembre, consiste en la implantación de una lista de distribución que evita la comunicación de las di -
recciones de correo electrónico corporativo a las organizaciones sindicales.

En concreto, esta lista funciona mediante el envío de correo con la información a una direc-
ción genérica o institucional que podría ser del tipo “información.sindicato@organizacion.es”, de ma-
nera que los remitentes no accederían al dato personal de las direcciones de correo electrónico y al 
mismo tiempo, el personal empleado público receptor podría identificar perfectamente a los remi-
tentes.

Asimismo, mediante una adecuada programación pueden incorporarse todos y cada uno de 
los elementos que permiten cumplir con las distintas disposiciones vigentes en materia de protección 
de datos:

a) Información a las personas interesadas: Tanto en la identificación del asunto del mensaje 
como a través de un pie estandarizado, se incluirán los elementos de los que debe informarse a las 
personas trabajadoras de la entidad de que se trate, de conformidad con los artículos 13 y 14 RGPD. 
Además, sería apropiado que el primer mensaje enviado a la lista de distribución lo efectuase la co-
rrespondiente entidad del sector público como responsable del tratamiento, explicando la naturaleza 
de la lista de distribución y ofreciendo a las personas interesadas toda la información sobre el trata-
miento de datos personales que disponen los citados artículos, entre otra, la posibilidad y la forma de 
ejercer sus derechos, especialmente el de oposición.

b) Consentimiento: No sería necesario la obtención del mismo para la suscripción inicial a la 
lista de distribución puesto que, como se expuso con anterioridad, las bases legitimadoras de los tra-
tamientos que concurren difieren de la prevista en el artículo 6.1.a) del RGPD (prestación de dicho  
consentimiento por el interesado para el tratamiento de sus datos personales).
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c) Derecho de oposición al tratamiento del artículo 21 del RGPD: Aunque las personas em-
pleadas en las entidades públicas sean incluidas por defecto en la lista de distribución, estas deben 
tener la posibilidad de darse de baja en la misma, o a sensu contrario, a volver a darse de alta según 
su deseo. El ejercicio de este derecho podría concretarse en relación con el tratamiento de datos de  
responsabilidad sindical amparado en la base de licitud del artículo 6.1 f) del RGPD,  a través de la in-
clusión en cada correo electrónico informativo de un enlace que, operando a modo de simple instruc-
ción informática automatizada, permitiese a la persona interesada darse de baja en la lista de distri -
bución, de manera análoga a como acontece en las listas de distribución comerciales que se rigen 
por la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electró-
nico.

d) Resto de derechos recogidos en los artículos 15 a 22 del RGPD: La propia dinámica del fun-
cionamiento de una lista de distribución permitiría gestionar los mismos, incluso de manera automa-
tizada, de un modo ágil a través de comunicaciones telemáticas con el administrador de la lista. Es 
más, resulta deseable que tanto estos derechos como el derecho de oposición se gestionen de forma 
automatizada, o a lo sumo con una mínima intervención humana, para impedir o reducir al máximo 
la identificación de quienes ejercen o no su derecho de oposición o el resto de derechos.

e) Registro de la actividad de tratamiento: La puesta en marcha del sistema de distribución de 
información sindical supondría asimismo una actividad de tratamiento de datos para la entidad pú-
blica, debiendo incluirse en su correspondiente inventario conforme a lo dispuesto en el artículo 31 
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los dere-
chos digitales, en relación con el artículo 30 del RGPD.

6. Conclusiones.

1º- La comunicación de las direcciones de los correos electrónicos corporativos a las organiza-
ciones sindicales que ejercen sus funciones representativas en una entidad del sector público anda-
luz, por una parte, y el uso por parte de aquellas de dichas direcciones, por la otra, supondrían dos 
tratamientos diferenciados de datos personales, siendo responsables de los mismos la referida enti-
dad y la correspondiente organización sindical, respectivamente.

2º-  La licitud del primero de los referidos tratamientos vendría determinada por la condición 
establecida en el artículo 6.1.c) del RGPD, al ser necesario para el cumplimiento de la obligación pre -
vista en el artículo 28.1 de la CE en los términos definidos por la STC 281/2005, de 7 de noviembre, y 
la del segundo, por la condición establecida en el artículo 6.1.f) del RGPD, al ser necesario para satis-
facer el interés legítimo que deriva del derecho de libertad sindical y de la obligación de los poderes 
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públicos de promover eficamente las diversas formas de participación en la empresa, consagradas en 
la CE.

3º- En consonancia con el principio de minimización del tratamiento del artículo 5.1.c) del  
RGPD y con la obligación de una protección de los datos desde el diseño y por defecto del artículo 25  
del RGPD, resultaría conveniente implantar un sistema de difusión de la información sindical a través 
de una lista de distribución, evitándose el acceso al dato personal del correo de trabajo por parte de  
las organizaciones sindicales, y reduciéndose los riesgos inherentes a cualquier comunicación de da-
tos personales identificativos.

4º- La implantación del referido sistema de difusión debería acompañarse de elementos que 
den cumplimiento al marco normativo de la protección de datos: la información a las personas inte-
resadas; la articulación, preferiblemente automatizada, del ejercicio del derecho de oposición y el res-
to de derechos previstos en el RGPD; y la inclusión de la actividad de tratamiento en el correspon-
diente inventario de la entidad pública.

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA
Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA
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